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Introducción

Impunidad significa, de acuer-
do con una definición común, “fal-
ta de castigo”. Esto supone que las 
acciones ilegítimas realizadas por 
una persona o grupo de personas 
no generan consecuencias, como si 
tales no hubiesen ocurrido. En ma-
teria de Derechos Humanos, esta 
falta de consecuencias es una nueva 
vulneración de derechos. En muchas 
ocasiones, implica que los familia-
res de las víctimas de violaciones de 
Derechos Humanos o Derecho Inter-
nacional Humanitario, no conozcan 
realmente qué sucedió con sus seres 
queridos; así, la impunidad les niega 
acceso a la verdad. 

La impunidad en casos de vio-
laciones de Derechos Humanos no 
solo afecta a las víctimas y sus fami-
lias, sino a toda la sociedad puesto 
que se la priva de su memoria histó-
rica y de tener un sistema de justicia 
eficiente y confiable, que garantice 

que una situación así no se volverá 
a repetir. En definitiva, dejar en im-
punidad los crímenes en contra de 
los derechos humanos o del derecho 
internacional humanitario, “alien-
ta esa violación y es un obstáculo 
fundamental para la observancia y 
plena aplicación, sin ningún tipo de 
discriminación, de las normas de de-
rechos humanos y del derecho inter-
nacional humanitario”.1

Sin embargo, a pesar de todas 
las consecuencias negativas que esto 
genera, la impunidad ha favorecido 
a muchos responsables de violacio-
nes graves de Derechos Humanos 
por diferentes circunstancias, como 
por ejemplo la falta de voluntad po-
lítica en un contexto en el que el pro-
pio sistema estatal que debe investi-
gar y sancionar a los responsables, 
y encubre la actuación de sus agen-
tes. Surge entonces la necesidad de 
utilizar diferentes mecanismos que 
contribuyan a esclarecer e investigar 
los hechos sucedidos en el marco de 

1 “Resolución sobre impunidad” Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas, Doc. ONU E/CN.4/
RES/2005/81 (21 de abril de 2005).

* Segunda Secretaria del Servicio Exterior Ecuatoriano.
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violaciones de derechos humanos, 
identificar a los responsables, impo-
ner las debidas sanciones y lograr la 
reparación de las víctimas, en defini-
tiva: erradicar la impunidad. Uno de 
estos mecanismos es la creación de 
“Comisiones de la Verdad”.

El objetivo de este ensayo es 
destacar la importancia de iniciati-
vas como las realizadas por las Co-
misiones de la Verdad en la lucha 
contra la impunidad. Teniendo esto 
en consideración, se describirá qué 
son las Comisiones de la verdad, y 
se tomará como referencia el tra-
bajo realizado por la Comisión de 
la Verdad de Ecuador, enfocándose 
principalmente en uno de sus casos 
de análisis e investigación: el “Caso 
Gonzales”.2 Finalmente, se conclui-
rá que estas comisiones, sin llegar 
a convertirse en un sustituto de los 
tribunales de justicia, tienen efectos 
positivos de bienestar de la sociedad 
y son herramientas de gran valor en 
la lucha contra la impunidad.

Las Comisiones y el Derecho a la 
Verdad

Las Comisiones de la Verdad 
han sido definidas como “órganos 
oficiales, temporales, y de constata-
ción de hechos que no tienen carác-
ter judicial y se ocupan de investigar 
abusos de los derechos humanos o 
el derecho humanitario que se ha-

yan cometido a los largo de varios 
años”.3 Su trabajo consiste en inda-
gar en situaciones en donde se ha 
dificultado el acceso al derecho a la 
verdad, y por tanto no se ha logrado 
la judicialización de los responsables 
de violaciones de derechos humanos 
y/o al Derecho Internacional Huma-
nitario. 

Esto no implica un mecanismo 
alternativo de justicia, se trata de un 
mecanismo complementario para la 
búsqueda de la justica. En tal senti-
do, la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH) ha indi-
cado que “[d]e manera complemen-
taria a los procesos judiciales, las 
actividades llevadas a cabo por las 
[Comisiones de la Verdad] permiten 
avanzar en la construcción colectiva 
de la verdad sobre violaciones de 
los derechos humanos, tomando en 
cuenta el marco histórico, social y 
político.”4 

Las comisiones, aunque son ór-
ganos oficiales, suelen estar confor-
madas por miembros de la sociedad 
civil. Su mandato está preestablecido 
de tal manera que, al conformarse, 
lo hacen por un período de tiempo 
determinado y con miras a lograr 
objetivos previamente señalados. 
Principalmente, las funciones de las 
comisiones suelen ser preparar un in-
forme sobre el contexto, las causas, 
circunstancias, naturaleza y alcance 
de las violaciones de los derechos 

2 El caso es también conocido como caso Fybeca.
3 “Conjunto de Principios actualizado para la protección y promoción de los Derechos Humanos”. Comisión de 
Derechos Humanos, E/CN.4/2005/102/Add. 1 (8 febrero de 2005).
4 “Derecho a la Verdad en América”. Comisión Interamericana de Derechos Humanos, OEA/Ser.L/V/11.152 (13 
agosto de 2014): 11.
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humanos durante determinado mo-
mento histórico, recolectar informa-
ción, ejecutar actividades de divulga-
ción y formación, ofrecer propuestas 
de políticas para asegurar que las 
violaciones no se repitan, promover 
la reconciliación, apoyar el trabajo 
del sistema de justicia mediante la 
investigación y documentación me-
ticulosa sobre los abusos y violacio-
nes, así como sobre los lugares en los 
que estos ocurrieron.5

A partir del año 1974, cuando 
se estableció la Comisión de Inves-
tigación sobre Desapariciones en 
Uganda, y el año 2012 se han creado 
aproximadamente cuarenta y cin-
co comisiones de este tipo a nivel 
mundial, más de la mitad de ellas 
han sido creadas en los últimos diez 
años.6 El trabajo de las comisiones 
ha sido guiado por la búsqueda de 
la justicia, y de manera paralela y 
concomitante, por la búsqueda de 
la verdad, puesto que difícilmente se 
obtendrá justicia sin haber accedido 
a la verdad. 

La búsqueda de la verdad con-
tribuye a que las personas conoz-
can los hechos que sucedieron y así, 
poder encararlos, el “[e]stablecer la 
verdad y la responsabilidad de los 
crímenes graves ayuda a las comu-
nidades a entender las causas del 
abuso y a enfrentarlas: sin el cono-
cimiento preciso de las violaciones 

del pasado, es difícil prevenir que 
ocurran nuevamente.”7 Es decir, ge-
nera una memoria histórica que im-
pulsará a que la sociedad prevenga 
que este tipo de situaciones ocurran 
y/o que de darse, no queden en la im-
punidad.

Alston y Goodman señalan que 
el derecho a la verdad se remonta a 
la ley de los conflictos armados, 

[e]n 1974, la Asamblea 
General de la ONU adoptó una 
Resolución sobre Asistencia y 
Cooperación para localizar a 
las personas desaparecidas o 
muertas en los conflictos arma-
dos. La resolución reconoce que 
‘el deseo de conocer la suerte de 
sus seres queridos en los conflic-
tos armados es una necesidad 
humana básica’. A partir de 
este reconocimiento, el artícu-
lo 32 del Protocolo I adicional 
a los Convenios de Ginebra, de 
1977, prevé ‘el derecho de las 
familias a conocer la suerte de 
sus familiares’.8 

En la esfera de los Derechos 
Humanos, el derecho a la verdad 
se relacionó principalmente con el 
tratamiento del tema de personas 
desaparecidas. Posteriormente, éste 
se abrió campo en otros contextos. 
Así, en el ámbito de la Comisión de 

5 Comisión de Amnistía del Ministerio de Justicia de Brasil. “Centro Internacional para la Justicia Transicional”. 
En: En bùsqueda de la verdad, elementos para la creación de una comisión de la verdad eficaz 81, editado por Eduardo 
González y Howard Varney (2013): 27.
6 Philip Alston y Eyan Goldman. International Human Rights, 1580 (Oxford University Press, 2013).
7 “Comisión de Amnistía del Ministerio de Justicia de Brasil.
8 Philip Alston y Eyan Goldman. International… : 1406-1407.
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Derechos Humanos se desarrolló un 
Conjunto de Principios para la Pro-
tección y Promoción de los Derechos 
Humanos mediante la Lucha contra 
la Impunidad, que fue actualizado 
en el año 2005. En dichos principios 
se establece el derecho inalienable a 
la verdad:

Cada pueblo tiene el de-
recho inalienable a conocer la 
verdad acerca de los aconteci-
mientos sucedidos en el pasado 
en relación con la perpetración 
de crímenes aberrantes y de las 
circunstancias y los motivos que 
llevaron, mediante violaciones 
masivas o sistemáticas, a la per-
petración de esos crímenes. El 
ejercicio pleno y efectivo del de-
recho a la verdad proporciona 
una salvaguardia fundamental 
contra la repetición de tales vio-
laciones.9

Asimismo, se incluye el derecho 
de las víctimas a saber: 

Independientemente de las 
acciones que puedan entablar 
ante la justicia, las víctimas y 
sus familias tienen el derecho 
imprescriptible a conocer la ver-
dad acerca de las circunstancias 
en que se cometieron las viola-
ciones y, en caso de fallecimien-

to o desaparición, acerca de la 
suerte que corrió la víctima.10 

A pesar de que este Conjunto 
de Principios no fue aprobado for-
malmente por la Comisión, ni por 
el Consejo de Derechos Humanos o 
la Asamblea General, su relevancia 
y utilidad en el ámbito internacio-
nal, no ha sido por esto mermada. 
De acuerdo a Alston y Goodman, 
varios elementos de dichos princi-
pios, en especial sobre los derechos 
a la verdad, han sido invocados por 
el Secretario General de las Naciones 
Unidas, la Oficina del Alto Comisio-
nado para los Derechos Humanos, 
los órganos de supervisión de la 
Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, los procedimientos 
especiales de la ONU y autoridades 
nacionales.11

 En cuanto al ámbito regional, el 
derecho a la verdad no ha sido inclui-
do de manera explícita en las normas 
jurídicas sobre derechos humanos, 
sin embargo de lo cual tanto la Corte 
como la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos han establecido 
su contenido a la luz de las normas 
contenidas en la Convención Intera-
mericana de Derechos Humanos y 
otros instrumentos de derechos huma-
nos, en el marco de casos relacionados 
con desapariciones forzadas.12 Así por 
ejemplo, la Corte ha indicado que el 

9 “Conjunto de Principios actualizado para la protección y promoción de los Derechos Humanos”, Principio # 2. 
Comisión de Derechos Humanos, E/CN.4/2005/102/Add. 1 (8 de febrero de 2005).
10 Ibíd.
11 Philip Alston y Eyan Goldman. International… : 1407.
12 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. “Derecho a la Verdad en América”, OEA/Ser.L/V/11.152 Doc 
2 (13 de agosto de 2014).
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acto de desaparición y su ejecución 
inician con la privación de la libertad 
de la persona y la subsiguiente falta 
de información sobre su destino, y 
permanece mientras no se conozca el 
paradero de la persona desaparecida o 
se identifiquen con certeza sus restos.13

Además, de acuerdo al artículo 
III de la Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada de Per-
sonas, el delito de desaparición for-
zada “será considerado como conti-
nuado o permanente mientras no se 
establezca el destino o paradero de 
la víctima”.14 Es decir que, el delito 
continúa mientras no se alcance la 
verdad a través del establecimiento 
de los hechos. Por tanto, en casos de 
desapariciones forzadas, la Comi-
sión ha manifestado que los Estados 
tienen la obligación de adoptar dis-
tintas medidas como por ejemplo “la 
averiguación y oportuna comunica-
ción a los familiares de la situación 
en que se encuentran las personas 
desaparecidas. Es necesario estable-
cer con toda certeza si estas personas 
viven o han muerto; si están vivas, 
dónde se encuentran, y si han muer-
to, dónde, cuándo y en qué circuns-
tancias perdieron la vida y dónde 
fueron inhumados sus restos.”15

Las Comisiones de la Verdad 
pueden ser una opción para cum-

plir estas obligaciones, a través de 
investigaciones que conduzcan al 
esclarecimiento de los hechos y cir-
cunstancias en las que se cometieron 
los delitos. Sin embargo, es menester 
señalar que también hay opiniones 
contrarias a ellas. Por ejemplo, hay 
autores que señalan que las Comi-
siones de la Verdad no son una op-
ción deseable en tanto que, en casos 
de violaciones de derechos humanos, 
se debe aspirar a la judicialización de 
los casos, puesto que el perseguir las 
violaciones de derechos humanos 
pueden mejorar sustancialmente las 
posibilidades de establecer el Estado 
de derecho y de señalar que ningún 
individuo está fuera del alcance de la 
responsabilidad legal.16 

Sin embargo, no en todos los 
contextos es posible iniciar un pro-
ceso judicial que puede convertirse 
en una carga más para las víctimas 
y/o sus familiares. Por otra parte, en 
el caso de que el objetivo principal 
fuese generar el reconocimiento pú-
blico de los daños y violaciones de 
derechos ocasionados, un juicio no 
sería el mejor mecanismo, mientras 
que, una Comisión fuerte podría 
lograrlo a través de la generación 
de un reporte o informe final a ser 
distribuido a gran escala.17 El obje-
tivo principal de las Comisiones es, 

13 “Gudiel Álvarez (Diario Militar) Vs. Guatemala”. Fondo Reparaciones y Costas, Sentencia, Inter-Am.Ct. H.R. 
(ser C) No. 253 (20 noviembre de 2012): 191.
14 “Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas”. Art. 3 (9 de junio de 1994).
15 CIDH, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Argentina, OEA/Ser.L/V/II.49, doc. 19, 11 
de abril de 1980, citada por Comisión Interamericana de Derechos Humanos, “Derecho a la Verdad en América” (OEA/
Ser.L/V/11.152 Doc 2) (13 de agosto de 2014): 27.
16 Stephan Landsman citado por Martha Minow, Between vengeance and Forgiveness (Beacon Press, 1998): 
57-58.
17 Ibíd. 
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entonces, colaborar en la búsqueda 
de la verdad y darla a la conocer, 
generar en la sociedad una memoria 
histórica y lograr el reconocimiento 
de las violaciones de derechos a las 
víctimas y sus familiares. 

Adicionalmente, cabe recalcar 
que las Comisiones de la Verdad no 
se oponen a la judicialización de es-
tos delitos. Por el contrario, como 
se indicó anteriormente, pueden ser 
utilizadas como mecanismos com-
plementarios y, sin que sus informes 
y conclusiones impliquen un juzga-
miento, podrían colaborar en la rea-
lización de investigaciones que con-
cluyan en un proceso ante la justicia 
ordinaria. La información que reca-
ban los expertos que trabajan en las 
Comisiones pueden constituir una 
fuente para apoyar investigaciones 
conducentes a un proceso judicial y 
sus conclusiones o recomendaciones 
podrían sentar la base para la crea-
ción de políticas públicas tendientes 
a proteger y reparar a las víctimas de 
violaciones de derechos humanos. 

La Comisión de la Verdad en Ecuador

La Comisión de la Verdad del 
Ecuador fue creada en el año 2007 
para documentar presuntas viola-
ciones de derechos humanos. Fue 
el resultado de “la demanda de un 

grupo de víctimas de violaciones de 
derechos humanos, que le venían 
exigiendo al Estado ecuatoriano una 
satisfacción adecuada de sus dere-
chos a la verdad, a la justicia y a la 
reparación”.18 De acuerdo al Decre-
to Ejecutivo por medio del cual se 
originó la Comisión, ésta tendría el 
objetivo principal de “investigar y 
esclarecer e impedir la impunidad 
respecto de los hechos violentos y 
violatorios de derechos humanos, 
ocurridos entre 1984 y 1988 y otros 
períodos”19. El mismo Decreto in-
cluye entre sus objetivos “realizar 
una investigación profunda e inde-
pendiente sobre las violaciones de 
derechos humanos ocurridas entre 
1984 y 1988, y otros casos especia-
les, como el llamado caso Fybeca, así 
como las causas y circunstancias que 
las hicieron posibles”.20

Al iniciar sus labores la Comi-
sión enmarcó su trabajo, principal-
mente, entre los años 1984-1988 por 
ser un período en el que se han de-
nunciado gran cantidad de casos de 
violaciones de derechos humanos.21 
La Comisión señaló en su informe 
que, “[e]n particular, durante el go-
bierno de León Febres Cordero se 
diseñó y ejecutó una política estatal 
con la que de manera sistemática y 
generalizada se cometieron privacio-
nes ilegales de la libertad, torturas, 

18 Comisión de la Verdad. Informe de la Comisión de la Verdad, sin verdad no hay justicia, tomo 1 (2010): 13.
19 Decreto Ejecutivo 305. Registro Oficial, No.87 de 18 de mayo de 2007, modificado el 4 de abril de 2012.
20 Ibíd.
21 Como un contexto, véanse ejemplos de los casos ocurridos durante este período y que fueron llevados ante 
el Sistema interamericano de Derechos Humanos, tales como Caso Benavides Cevallos vs. Ecuador, Corte IDH, Sentencia 
de 19 de junio de 1988, Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe Nº 99/00* CASO 11.868 Carlos Santiago 
y Pedro Andrés Restrepo Arismendi, Ecuador, 5 de octubre de 2000.
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ejecuciones extrajudiciales y desapa-
riciones forzadas.”22 

Sin embargo, ante la demanda 
de atención de casos de violaciones de 
los derechos humanos posteriores a 
ese período, “los comisionados resol-
vieron no discriminar ninguno de los 
casos que se presenten, siempre que 
se presuma que las violaciones hayan 
sido cometidas por agentes del Estado 
y que éstas se enmarquen en uno de 
los cinco descriptores señalados”,23 es 
decir, que se encuadraban en delitos 
de lesa humanidad y graves violacio-
nes de los derechos humanos, parti-
cularmente en los siguientes tipos de 
hechos: a. ejecución extrajudicial, ho-
micidio, muerte bajo custodia; b. des-
aparición forzada; c. tortura; d. vio-
lencia sexual; e. detención arbitraria.

La Comisión inició sus funciones 
en enero de 2008, puesto que incon-
venientes de carácter organizativo 
retardaron su trabajo. Se estableció 
que, a partir del inicio de sus labores, 
la Comisión contaría con nueve meses 
de duración, no obstante este período 
fue prorrogado en varias ocasiones, y 
finalmente se decidió que su plazo de 
vigencia podría ser prorrogado por 
disposición del Ministerio de Justicia 
y Derechos Humanos según fuera ne-
cesario para el cumplimiento de sus 
funciones y objetivos.24 

Una de las características de la 
Comisión de la Verdad de Ecuador 
es que desde su creación tuvo el apo-
yo y respaldo del gobierno nacional. 
Es así que se le asignó el presupues-
to necesario para llevar adelante sus 
funciones y además, se le permitió el 
acceso a información reservada y a 
instalaciones policiales o militares.25 

Esto hizo posible que la Comisión 
contara además de las declaracio-
nes de las presuntas víctimas, con 
la información de más de 300 000 
documentos desclasificados por el 
Estado, provenientes principalmente 
del Consejo de Seguridad Nacional, 
el Ministerio de Defensa Nacional 
y la Policía Nacional. De acuerdo 
a la Comisión, ésta recibió “más de 
seiscientos testimonios que permi-
tieron configurar ciento dieciocho 
casos vinculados con la violación de 
los derechos a la vida, integridad y 
libertad personales; desapariciones 
forzadas, ejecuciones extrajudicia-
les, atentados al derecho a la vida, 
torturas, violencia sexual y privacio-
nes ilegales de la libertad.”26

Luego de recibir el testimonio 
de las presuntas víctimas, la Co-
misión procesó la información, en 
base a los lineamientos establecidos 
en un reglamento interno expedido 
por los propios comisionados,27 y 

22 Comisión de la Verdad, Informe… , tomo 1: 10.
23 Ibid., 25.
24 Danilo Caicedo. “Experiencia de la Comisión de la Verdad en el Ecuador. Perspectivas de judicialización de 
las graves violaciones de Derechos Humanos y crímenes de lesa humanidad” (inédito) UASB-E, Tesis del Programa de 
Maestría en Derecho) disponible en http://repositorio.uasb.edu.ec/handle/10644/3058 .
25 Comisión de la Verdad, Informe… : 20.
26 Comisión de la Verdad, Informe de la comisión de la Verdad, sin verdad no hay justicia. Resumen Ejecutivo 
(2010): 22-23.
27 “Reglamento de organización y funciones”, expedido el 16 de noviembre de 2007.
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contrastó los relatos con otras fuen-
tes disponibles, revisó expedientes 
judiciales, analizó publicaciones 
e investigaciones realizadas sobre 
el tema y recibió declaraciones de 
otras personas que estuvieron in-
volucradas en los hechos. Con esta 
base, estructuró relatos de cada 
uno de los casos y los analizó des-
de una perspectiva de derechos hu-
manos. Estos relatos sirvieron para 
conformar un informe final que fue 
publicado y socializado. Además, 
en su informe, la Comisión inclu-
yó conclusiones y recomendaciones 
entre las cuales incluye medidas de 
satisfacción, medidas de restitución, 
medidas de rehabilitación, indemni-
zación y garantías de no repetición, 
con miras a que este tipo de viola-
ciones no vuelva a ocurrir.28

En el año 2010, la Comisión de 
la Verdad presentó su informe Sin 
Verdad No Hay Justicia en un acto 
público que contó con la presencia 
de las principales autoridades del 
gobierno. El Informe incluyó varias 
conclusiones y recomendaciones so-
bre los casos investigados. Entre sus 
conclusiones, la Comisión de Ecua-
dor registró, entre 1984 y 2008, 118 
casos, varios de ellos colectivos, con 
un total de 456 víctimas en seis tipos 
de violaciones de los derechos huma-
nos en los que concentró su traba-
jo: 269 víctimas de privación ilegal 
de la libertad, 365 de tortura; 86 de 
violencia sexual; 17 de desaparición 

forzada; 68 de ejecución extrajudi-
cial y 26 de atentado contra la vida. 
Además, indicó que, en su criterio, 
“el uso de seudónimos, centros de 
detención y tortura clandestinos al 
interior de dependencias policiales o 
militares, casas de seguridad, entre 
otros procedimientos delata la clara 
intención de no dejar huella sobre la 
autoría material o intelectual de los 
actos, exculpar de responsabilidad a 
los agentes del Estado e instaurar la 
impunidad”.29

Entre las recomendaciones que 
hacen referencia a las “medidas di-
rigidas a aplicar sanciones judiciales 
o administrativas a los responsables 
de las violaciones de derechos huma-
nos”, la Comisión recomienda solici-
tar al Fiscal General que designe una 
unidad especializada en derechos 
humanos, para que impulse la inves-
tigación de los casos de violaciones 
de derechos humanos contenidos en 
el informe. Asimismo, recomendó 
“iniciar, reabrir o continuar por par-
te de las autoridades judiciales, las 
investigaciones que sean necesarias 
para determinar la responsabilidad 
penal de las personas mencionadas 
como presuntos perpetradores de 
violaciones de derechos humanos en 
el informe de la Comisión de la Ver-
dad.”30

En seguimiento a estas reco-
mendaciones, la Fiscalía General del 
Estado creó, en noviembre de 2010, 
la “Unidad Especializada de la Co-

28 Comisión de la Verdad, Informe… Resumen Ejecutivo: 24.
29 Comisión de la Verdad, Informe… 472, tomo 5: 430.
30 Ibíd., 452.
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misión de la Verdad” que luego pasó 
a ser la “Dirección de la Comisión 
de la Verdad y Derechos Humanos”, 
ésta tiene “el objetivo de coordinar, 
apoyar e investigar los casos de vio-
laciones a los derechos humanos y 
delitos de lesa humanidad con com-
petencia en todo el territorio nacio-
nal.”31 Uno de los casos cuya inves-
tigación fue iniciada en base a este 
informe, es el Caso Gonzales. 

El Caso Gonzales

El Caso Gonzales, tristemente 
célebre en Ecuador, fue inicialmente 
conocido como “Caso Fybeca” por 
el nombre de la farmacia donde los 
hechos tuvieron lugar, posteriormen-
te se pasó a llamar “Caso Las Dolo-
res” por el nombre de las cónyuges 
de las víctimas, y finalmente pasó a 
llamarse “Caso Gonzales y otros” 
a partir de la sentencia dictada en 
el año 2014 por la Corte Nacional 
de Justicia de Ecuador, en razón del 
nombre de los perpetradores de los 
hechos. En este trabajo nos referi-
mos como “Caso Gonzales”.32

El inicio del caso tuvo lugar 
el 19 de noviembre del año 2003. 
Aproximadamente a las 7:00 de 
la mañana, un grupo de asaltan-
tes ingresó a una farmacia ubicada 
en la ciudad de Guayaquil. De ma-
nera casi inmediata, miembros de 
la Policía Nacional y del Grupo de 

Intervención y Rescate (GIR), bajo 
el mando del mayor Eduardo René 
González Flores, ingresaron al lugar 
y dispararon en contra de los presun-
tos delincuentes. Como resultado del 
operativo murieron ocho personas: 
Carlos Germán Andrade Almeida 
(cliente), Guime Elisandro Córdova 
Encalada (mensajero), José Vicente 
Cañar Reyes, Jasmany Alexánder 
Rosero López, Raúl Javier Salinas 
Chumacero, Miguel Ángel Quispe 
Portilla, Richard Gonzalo Tello Já-
come, y Genry Germán Aguiar Var-
gas (presuntos malhechores). 

De acuerdo al informe de la Co-
misión, la Policía señaló que todos 
ellos murieron en un enfrentamiento 
armado cuando intentaban asaltar 
la farmacia. Sin embargo, poste-
riormente el peritaje balístico indi-
có que las armas de los supuestos 
delincuentes no fueron disparadas, 
y “según un informe del Ministerio 
Fiscal Distrital de Guayas y Galápa-
gos que detalla el número de impac-
tos de bala que recibió cada uno de 
los fallecidos, los autores de los dis-
paros realizados contra ellos y que 
contiene los resultados del estudio 
de parafina efectuado a los mismos, 
se concluye que no existió un inter-
cambio de balas entre los policías y 
los presuntos delincuentes.”33

Adicionalmente, los policías 
detuvieron a tres hombres –actual-
mente desaparecidos- y a una mujer 

31 Véase Boletín de prensa de la Fiscalía General del Estado. En: http://www.fiscalia.gob.ec/index.php/servicios/
fiscalias-especializadas/comision-de-la-verdad.html
32 La descripción de los hechos del “Caso Gonzales” que aquí se hace se basa principalmente en el informe de 
la Comisión de la Verdad de Ecuador. Véase Comisión de la Verdad, Informe… tomo IV: 158. 
33 Ibíd., 159.
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(Jhonny Gómez Balda, César Mata 
Valenzuela y Erwin Daniel Vivar 
Palma y Seidy Velez). Seidy Velez 
posteriormente relataría que fue for-
zada firmar una declaración en la 
que indicaba que los hombres abrie-
ron fuego a los policías. En el testi-
monio que brindó a la Comisión de 
la Verdad, Seidy Velez declaró:

(...) me dijo que me iba ayu-
dar; (...) me estaba conversando 
lo que tenía que decir: ‘mira, tú 
tienes que decir esto: que ellos 
[los delincuentes] dispararon y 
que la Policía respondió los dis-
paros (...)’. Y le digo: ‘Pero es 
que así no sucedieron las cosas’. 
[El agente respondió:] ‘Es que 
tú tienes que decir eso. (...) Yo 
voy a declarar también, cómo 
te cogieron a ti y todo, pero tú, 
mira, tú tienes que ayudarnos a 
nosotros, para nosotros ayudar-
te a ti.34

Seidy Velez también indicó que, 
al momento de ser detenida, los poli-
cías también detuvieron a dos hom-
bres a quienes taparon sus rostros. 
El relato de la detención guarda co-
herencia con la secuencia fotográfica 
realizada por un periodista que fue 
al lugar a cubrir los hechos, y en 
cuya fotografía se verifica que uno 
de los desparecidos (Jhonny Gómez), 
a quien se lo calificó como “prófu-
go”, fue trasladado por uno de los 
agentes policiales. Cuando la esposa 

de Gómez acudió a la Policía para 
averiguar el paradero de su cónyuge, 
le indicaron que no existía un parte 
de su detención y por tanto no había 
sido detenido.

Seidy Velez relató, asimismo, 
que durante su detención recibió va-
rias amenazas a fin de que contara 
una versión de los hechos construida 
por los propios policías. En marzo 
de 2004, el fiscal emitió un dictamen 
y acusó a los supuestos desapareci-
dos, Johnny Gómez, César Mata y 
Erwin Vivar, y a la detenida Seydi 
Falcones, como coautores del robo 
de la farmacia. El 4 de diciembre de 
2003, la CIDH, en respuesta a una 
petición de medidas cautelares pre-
sentada por la cónyuge de uno de los 
desaparecidos, solicitó al Gobierno 
de Ecuador adoptar las medidas ne-
cesarias para establecer el paradero 
y proteger la vida y la integridad per-
sonal de Johnny Gómez Balda, Seydi 
Vélez Falcón, César Mata Valen-
zuela y Edwin Daniel Vivar Palma. 
Hasta la actualidad no se conoce el 
paradero de Jhonny Gómez Balda, 
César Mata Valenzuela y Erwin Da-
niel Vivar Palma que desaparecieron 
ese 19 de noviembre de 2003.

Dentro de la institución poli-
cial se iniciaron investigaciones por 
“irregularidades” ocurridas en el 
caso, mas en abril de 2004, el presi-
dente de la Segunda Corte Distrital 
de la Policía, emitió las boletas de 
libertad para catorce de los oficiales 
de Policía detenidos por el operati-

34 Ibíd., 166-167.



María Daniela Dávalos

108

vo en la farmacia Fybeca, aduciendo 
que los policías solo cumplían labo-
res de resguardo del lugar.

De acuerdo al abogado de las 
esposas de las víctimas: 

Los protocolos de las au-
topsias practicadas a las víc-
timas omitieron información 
esencial y ordinaria en cual-
quier procedimiento de este 
tipo, ocultando elementos im-
portantes sobre las trayectorias 
de los proyectiles y la descrip-
ción de signos característicos 
de disparos efectuados a corta 
distancia, de contacto, o mien-
tras la víctima se encuentra ten-
dida sobre una superficie dura. 
De este modo también se ocultó 
que las víctimas fueron ejecuta-
das y no murieron durante un 
enfrentamiento.35 

Además señala que los fiscales 
ignoraron la denuncia por asesinato 
presentada por la esposa de una de 
las víctimas, y sin siquiera haber to-
mado su declaración, archivaron la 
denuncia.

Durante los años que siguieron 
a los hechos ocurridos en la farma-
cia, los familiares de las víctimas rea-
lizaron varias acciones para conocer 
qué sucedió con sus seres queridos y 
para alcanzar un sentido de justicia, 
que reiteradamente se les negaba. 

Sin embargo, sus esfuerzos encon-
traron varias trabas que limitaron su 
acceso a la verdad sobre qué fue lo 
que realmente pasó esa mañana al 
interior de la farmacia y, el destino 
de las personas que fueron deteni-
das por la Policía. “Las familias de 
las víctimas fueron estigmatizadas, 
hostigadas y descalificadas por años. 
Han tenido que soportar las injustas 
consecuencias emocionales, psicoló-
gicas, físicas, económicas y sociales 
de la muerte o desaparición de sus 
seres queridos. Han tenido que lu-
char contra la “verdad” oficial en 
completa desventaja frente al poder 
y la influencia de una entidad como 
la Policía Nacional y de varios acto-
res políticos (…).”36 Sin embargo, el 
trabajo realizado por la Comisión de 
la Verdad, al recoger los testimonios 
de familiares y personas involucra-
das en el caso, colaboró para que 
éste no quede en la impunidad.

Como consecuencia de las in-
vestigaciones y las recomendacio-
nes presentadas en el informe de la 
Comisión de la Verdad, el caso fue 
reabierto y llegó a etapa de juicio. 
Dentro del proceso, el Fiscal Gene-
ral del Estado señaló que en el caso 
Gonzales se cometió asesinato, en 
contexto de ejecución extrajudicial 
como grave violación a los derechos 
humanos. Asimismo, se indicó que 
las víctimas recibieron disparos por 
la espalda cuando ya estaban so-

35 Juan Pablo Albán. Una historia tardía, GKILLCITY, 17 nov. 2014. http://gkillcity.com/articulos/el-mirador-poli-
tico/historia-tardia .
36 Ibíd.
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metidas en el piso, incluso algunas 
presentaban heridas de contacto, es 
decir recibieron disparos a menos de 
dos centímetros de distancia. 

La teoría de la Fiscalía se basó 
en las conclusiones de un equipo de 
peritos venezolanos sobre las base 
de las evidencias recolectadas por 
criminalística ecuatoriana, los infor-
mes de autopsia y de la reconstruc-
ción de los hechos. Los peritos ex-
tranjeros también concluyeron que 
armas encontradas junto a las vícti-
mas fueron implantadas en el lugar 
de los hechos. Además, se comprobó 
que los casquillos recuperados de la 
escena no corresponden a las vainas 
recogidas y que, al menos dos cuer-
pos fueron movidos de su posición 
original.37 

Finalmente, en noviembre de 
2014, tras once años de ocurridos 
los hechos, la Corte Nacional de 
Justicia de Ecuador sentenció a die-
ciséis años de prisión a cinco perso-
nas implicadas en el caso “Gonzales 
y otros”. En diciembre de 2014, en 
un acto simbólico de reparación, la 
Fiscalía rindió homenaje a los fami-
liares de las víctimas que fueron aba-
tidas durante el caso González. 

No cabe duda que el trabajo de 
la Comisión de la Verdad de Ecua-
dor, así como la investigación reali-
zada y sus conclusiones y recomen-
daciones plasmadas en el informe, 
influyeron de manera positiva en el 

desenlace de este caso. Anteriormen-
te, se habían realizado investigacio-
nes dentro del ámbito policial, sin 
embargo, la Corte Distrital de Poli-
cía, declaró inocentes a los policías 
involucrados en esos hechos. 

De acuerdo al abogado que 
representa a las esposas de las víc-
timas: 

[l]a decisión irregular del 
fiscal y los jueces policiales aca-
rreó una sentencia fraudulenta, 
que por años impidió una nueva 
e independiente investigación 
de los hechos, violándose los 
derechos de las familias de las 
víctimas a la tutela judicial efec-
tiva, a las garantías mínimas del 
debido proceso y a conocer la 
verdad de lo ocurrido.38 

La recomendación de la Comi-
sión de reabrir la investigación de 
este caso contribuyó a que el caso 
fuera analizado desde otra perspec-
tiva y obtuviera la actual sentencia. 

A manera de conclusión: la relevan-
cia y aporte de las Comisiones de la 
Verdad

 
El evitar que graves delitos queden 
en la impunidad es una obligación 
que corresponde principalmente a 
los Estados. La impunidad en sí mis-
ma constituye una infracción de las 

37 Ver: nota de prensa de Fiscalía General del Estado, El caso ‘González y otros’ devela su verdad tras 11 
años de impunidad, 1 de noviembre de 2014. http://www.fiscalia.gob.ec/index.php/sala-de-prensa/2715-el-caso-las-dolores-
devela-su-verdad-tras-11-a%C3%B1os-de-impunidad.html
38 Juan Pablo Albán. Una historia tardía.
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obligaciones que tienen los Estados 
de investigar las violaciones, adoptar 
medidas apropiadas respecto de sus 
autores, para que las personas sos-
pechosas de responsabilidad penal 
sean procesadas, juzgadas y conde-
nadas a penas apropiadas, de garan-
tizar a las víctimas recursos eficaces 
y la reparación de los perjuicios su-
fridos de garantizar el derecho ina-
lienable a conocer la verdad y tomar 
todas las medidas necesarias para 
evitar la repetición de tales violacio-
nes.39 La Organización de Naciones 
Unidas, ha subrayado la importan-
cia de que los Estados pongan fin a 
la impunidad de los crímenes contra 
los derechos humanos a través de los 
procesos en contra de sus autores y 
cómplices.40

Las Comisiones de la Verdad, 
podrían en muchas ocasiones, apor-
tar al cumplimiento de esta obli-
gación estatal en situaciones en las 
que el esclarecimiento de los hechos 
se ha visto dificultado por diferen-
tes motivos. Esto no implica que 
las Comisiones deben reemplazar 
la actuación estatal a través de los 
órganos regulares de justicia, y así 
lo recomienda el Principio 8 de los 
Principios para la protección y la 
promoción de los derechos humanos 
mediante la lucha contra la impuni-
dad al indicar que:

(…) la finalidad de las co-
misiones no consistirá en reem-
plazar a la justicia, tanto civil o 
administrativa como penal. En 
particular, únicamente los tribu-
nales penales tienen competen-
cia para determinar la responsa-
bilidad penal individual a fin de 
pronunciarse, llegado el caso, 
sobre la culpabilidad y seguida-
mente sobre la pena.41

La función de las Comisiones de 
la Verdad no es constituirse en un tri-
bunal de justicia en reemplazo de los 
ya existentes sino ser una herramien-
ta, para circunstancias determina-
das, que sirva para esclarecer hechos 
ocurridos en el pasado, y, como se 
pudo apreciar en el caso de ejemplo 
descrito en este trabajo, “contribuir 
al desarrollo de las investigaciones y 
actuaciones penales judiciales que ya 
estén en marcha y de otras nuevas; y 
formular recomendaciones efectivas 
para proporcionar una reparación 
plena a todas las víctimas y a sus fa-
miliares”.42 Así lo ha demostrado el 
resultado del trabajo de las Comisio-
nes que se han constituido en diver-
sos lugares del planeta. 

Es relevante considerar que el 
trabajo de estos organismos no es-
tará libre de detractores, ya sea por 
sus hallazgos durante las investiga-

39 Comisión de Derechos Humanos. “Conjunto de Principios actualizado para la protección y promoción de los 
Derechos Humanos”. E/CN.4/2005/102/Add. (8 de febrero de 2005): 1.
40 Ver, por ejemplo, la Resolución sobre impunidad, no. 2004/72 de la Comisión de Derechos Humanos de 21 
de abril de 2004.
41 Comisión de Derechos Humanos. “Conjunto de Principios actualizado…”. E/CN.4/2005/102/Add. (8 de febrero 
del 2005).
42 Amnistía internacional, “Comisiones de la Verdad”. http://www.amnesty.org/es/international-justice/issues/
truth-commissions, Acceso 26 de diciembre de 2014.
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ciones, sus conclusiones o incluso 
por su metodología de trabajo. Esto 
no fue una excepción en el caso de la 
Comisión de Ecuador que fue critica-
da, entre otras razones, por su con-
formación y por las conclusiones a 
las que llegó en su informe. Además, 
el hecho de que la Comisión publica-
ra en su informe final un listado con 
el nombre de “presuntos responsa-
bles” fue objeto de observación por 
parte del entonces Relator Especial 
de las Naciones Unidas sobre Ejecu-
ciones Extrajudiciales, Sumarias o 
Arbitrarias, Philip Alston.43 

Sin embargo, más allá de las crí-
ticas o ciertas falencias que pudo ha-
ber tenido el trabajo de la Comisión 
del Ecuador, es imprescindible resal-
tar los efectos positivos que su labor 
han producido en la sociedad ecua-
toriana, en particular el hecho de 
que, a partir de sus recomendaciones 
muchos casos que habían quedado 
en la impunidad están siendo inves-
tigados con el aporte de mayores ele-
mentos, como por ejemplo, los do-
cumentos que fueron desclasificados 
como parte del trabajo de la Comi-
sión. Incluso el mismo relator Alston 
indicó, en relación a la Comisión, en 
su informe sobre la visita realizada 
a Ecuador, “que la información am-
plia y detallada que aporta el infor-
me constituye un gran logro, sobre 
todo por el ingente volumen de ma-

terial oficial desclasificado y los cen-
tenares de testimonios de testigos y 
víctimas recopilados”.44 Asimismo, 
incluyó en sus recomendaciones so-
bre el tema que las autoridades de 
Ecuador deberían “garantizar que 
se reabran los casos pertinentes y se 
realicen las investigaciones penales”.

Como lo ha indicado la Comi-
sión Interamericana de Derechos 
Humanos, el trabajo de las Comi-
siones de la Verdad, constituye una 
forma de reconocimiento y dignifica-
ción de las víctimas y una fuente fun-
damental de información tanto para 
el inicio y continuación de procesos 
judiciales, como para la elaboración 
de política pública y mecanismos de 
reparación adecuados45. Es a través 
de estos mecanismos, complemen-
tarios, que una sociedad puede apo-
yarse para la búsqueda de la verdad 
y el fin de la impunidad. Sin duda, el 
combate a la impunidad y el acceso 
a la verdad histórica fortalecen la de-
mocracia.
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